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Ficha por caso   

1. Nombre del caso: Impacto social y al medio ambiente en el Municipio de Ixcán 
/ El Quiché / Guatemala C.A.  
 

2. Lugar, comunidades y/o población afectada:  Comunidades Q´eqchi´es de la 
Microrregión 5, del Municipio de Ixcán, Quiché, Guatemala, C.A. 

 

3. Fecha en que se produce:  
2007, compra de manera engañosa a parcelas. 
2008 a 2018, incumplimientos de Promesas de la empresa con las 
comunidades. 
 

4. Descripción del hecho o situación que se denunci a y estado actual del 
caso (denuncia, en investigación, actuación de inst ituciones del Estado)  
 
Siembra intensiva de palma aceitera en las comunidades de la microrregión 5, 
en el año 2007, la empresa de palma llegó a comprar parcelas en las primeras 
4 comunidades: Nuevo Paraíso, El Prado, El Recuerdo y Nueva Providencia, al 
pasar los años la empresa siguió comprando parcelas y actualmente se ha 
extendido en otras 9 comunidades, haciendo una suma de 13 comunidades 
donde se tiene comprado parcelas. La empresa de Palma llegó bajo engaño a 
comprar las parcelas ofreciendo “DESARROLLO” para erradicar la pobreza, 
empleo digno, mayor desarrollo en la Infraestructura comunitaria como 
carreteras, lugares recreativos, construcción de escuelas y dotación de útiles 
escolares, pero lamentablemente estos engaños ha causo impacto negativo en 
la sociedad y el medio ambiente. 

En la economía:  la empresa apenas contrata a 1 o 2 personas por tiempos cortos 
para trabajar. La contratación de períodos cortos se hace con la finalidad de no 
pagar las prestaciones laborales y por supuesto la explotación laboral, cada día los 
trabajadores se tienen que presentar  a las 4:00 de la mañana y trabajar todo el día. 
 
Las familias y comunidades que fueron obligados a vender sus tierras, actualmente 
están desempleados y  sin medios para producir alimentos para vivir dignamente, 
ya que las tierras que compraron baratísima la empresa, en ella se sembraba el 
sustento diario de las familias.  
 
En el Medio Ambiente:  Contaminación del río Chixoy canalizado por el río Limón, 
por los desechos que sacan de la Planta Extractora con sede en la Finca Chiriviscal 
Islas del Norte, Chisec, Alta Verapaz, y la proliferación de Mosca que pica a las 
personas y animales domésticos, y en el ambiente dejan fluir un olor más fuerte que 
a heces fecales y esto hace que las familias interrumpen el descanso de la noche 
por tapar las vías respiratorias. 



2 

 

Ahora las personas están sufriendo enfermedades de la piel y de la vista por las 
distintas contaminaciones que están sufriendo. 
 
En lo social:  existen problemas familiares causando desintegración en las familias 
por falta de terrenos donde sembrar los sustentos diarios. 
 
Ahora las familias que ya no tienen terreno se ven obligados a rentar tierras en el 
vecino país de México, pagando un elevado costo y otros emigrando a diferentes 
lugares en busca de empleo que es difícil lograrlo para poder llevar el pan a la 
familia. 
 
5. Qué derechos de pueblos indígenas son violados c on este hecho o 

situación 
 
Derecho de hacer una consulta comunitaria de buena fe de forma libre, previa 
e informada, derecho a la tierra, al trabajo, derecho al disfrute más alto de nivel 
posible de salud física y mental, a la seguridad social, a un medio ambiente 
sano, a la alimentación y el derecho a la vida. 
 

6. Entidad pública o privada responsable de la viol ación de derechos 
 
Palmas del Ixcán Sociedad Limitada Finca La Victoria, Chisec Alta Verapaz. 
Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales. 
 

7. ¿Ha habido ataques a defensores/as o casos de cr iminalización en este 
caso? 
 
La empresa controla a personas y líderes comunitarios que hablan sobre el mal 
impacto del dicho monocultivo. 
 

8. Demandas específicas. ¿Qué necesita la población  en este caso? 
 

• Cobrar arbitrios municipales a las empresas que ya están operando en 
nuestro municipio y estos se invierta en proyectos en   las comunidades  
del municipio  no solo en las en las zonas de producción. 

• Que se garantice el derecho laboral, salario justo y prestaciones de Ley 
de los trabajadores con la actual empresa que opera en nuestro 
Municipio, solicitando al Ministerio de trabajo su intervención. 

• Que se elabore acuerdos municipales de estricto complimiento, que 
prohíba expansión de la Palma Aceitera actual y el ingreso de nuevas 
empresas que imponen megaproyectos (minería, hidroeléctricas, 
petróleo). Considerando los resultados de la consulta comunitaria de 
Buena Fe realizado el 20 de Abril del año 2007. 
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• Se rechaza enérgicamente  a que se siga motivando a las personas a 
sembrar  más palmas en las aldeas, porque está acabando  con las 
tierras donde se desarrolla la vida. 

• Llamamos a la unidad de autoridades comunitarias y municipales 
(Concejo Municipal, COMUDE, COCODES y población Ixcaneca en 
general a estar vigilantes para implementar las medidas necesarias para 
garantizar los derechos de las comunidades y la protección al medio 
ambiente. 

 
9. Peticiones a la Relatora. ¿Qué intervención pedi mos a la Relatora, dentro 

de su mandato? 
 

• Compartir con la Asamblea de Naciones Unidas los resultados de su 
visita a Guatemala. 

• Ordenar al gobierno de Guatemala que cese la criminalización contra 
dirigentes y organizaciones que defienden su territorio. 

• Ordenar al gobierno de Guatemala a que resuelva junto a la empresa de 
Palma, los impactos negativos sociales y  ambientales que se vive en las 
comunidades, por la empresa de Palmas del Ixcán. 

• Intervenir a que se suspenda los tratos con empresas que afecta e 
interrumpe la vida de las comunidades de las áreas rurales e indígenas. 

• Obligar al gobierno a que se respete las consultas comunitarias de buena 
fe donde ya se han realizado, y donde no se ha hecho que se haga previo 
a implementación de los megaproyectos. 

 
10. Contacto (persona, organización) para dar segui miento  

 
• COCODES de segundo Nivel de las 7 Microrregión en apoyo a la 

Microrregión 5 del municipio de Ixcán. 
• Concejo Municipal de Ixcán 
• Procuraduría de Derechos Humanos PDH 

 

 

Ixcán, 24 de abril 2018 
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ANEXOS: 

La CIDH recibió abundante información sobre acciones de desalojos forzosos y el 
riesgo que enfrentan un número significativo de comunidades campesinas e 
indígenas de ser desalojadas por el Estado guatemalteco como resultado de la 
ejecución de órdenes judiciales. De acuerdo con la información recabada durante la 
visita, detrás de la ejecución de los desalojos suelen haber intereses de 
corporaciones y empresas privadas que tienen diversos proyectos de inversión de 
monocultivos, mineros, hidroeléctricos, petroleros o de turismo, entre otros. Durante 
los últimos años se ha observado cómo los intereses legales e ilegales han obligado 
a la población a desplazarse o bien a resistir y defender sus territorios. 

(Fuente: Situación de derechos humanos de Guatemala: Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos CIDH, 31 de diciembre de 2017) 
 
26. La JS2 se refirió con preocupación a la expansión de las plantaciones de 
monocultivos como la palma aceitera, y la reconcentración de la tierra que 
generaban por medio de la compra, alquiler, concesión o especulación de tierras. 

27. La JS2 recomendó entre otras: establecer una moratoria sobre hidroeléctricas, 
minería y monocultivos, prohibir la minería metálica y realizar evaluaciones 
ambientales estratégicas para conocer la factibilidad ambiental, social, cultural, y 
económica de actividades extractivistas. 

47. La JS15 afirmó que el 90% de los ataques perpetrados en los últimos años iban 
dirigidos contra defensores que trabajaban en pro de los derechos de los pueblos 
indígenas y los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales. La JS10 
subrayó la criminalización a defensores y defensoras, particularmente quienes se 
oponían a proyectos hidroeléctricos y de minería. La JS2 indicó que comunidades 
que promovían movimientos pacíficos que buscaban denunciar la imposición de 
proyectos extractivistas se habían encontrado con estructuras paramilitares, 
campamentos militares, intimidaciones y asesinato de líderes. 

86. La JS16 indicó que los pueblos indígenas representaban entre el 40% y el 60% 
de la población pero solo poseían una fracción de las tierras del país, lo que hacía 
que Guatemala fuera una de las sociedades menos equitativas del mundo y que los 
pueblos indígenas tuvieran el doble de posibilidades que los ladinos del país de no 
tener acceso a la educación y la alfabetización. La IHRC-OU recomendó que 
Guatemala estableciera un marco jurídico para promover el reconocimiento de los 
derechos de los pueblos indígenas no solo a acceder, sino también a gestionar sus 
territorios de origen y sus recursos naturales. 

87. La JS16 recomendó que el Gobierno garantizara la participación de los pueblos 
indígenas en la toma de decisiones a todos los niveles en los asuntos que les 
conciernen, y que elaborara un plan de acción nacional para hacer efectivos los 
derechos de los pueblos indígenas sobre la base del Documento Final de la 
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Conferencia Mundial sobre los Pueblos Indígenas. CIDH recomendó a Guatemala 
reconocer a los pueblos y comunidades como sujetos colectivos, con autoridades y 
representantes propios, determinados por su derecho consuetudinario y respetar y 
garantizar los sistemas jurídicos indígenas sin limitar sus competencias reconocidas 
por el derecho internacional. 

88. La JS16 destacó que las autoridades públicas y las empresas no respetaban las 
decisiones de las comunidades indígenas sobre las industrias extractivas. AI 
recomendó que el Gobierno velara por el respeto de los derechos de los pueblos 
indígenas y los afrodescendientes en la planificación y ejecución de los proyectos 
de exploración y explotación de recursos naturales. La JS16 señaló que, pese a las 
recomendaciones formuladas por Noruega en el segundo ciclo183, persistía la 
urgente necesidad de reformar la Ley de Minería de Guatemala y sustituirla por otra, 
entre otras cosas porque no mencionaba el derecho de los pueblos indígenas a sus 
tierras ancestrales y no exigía su consulta ni su consentimiento libre, previo e 
informado. 

89. La JS16 indicó que la falta de consulta había tenido como consecuencia directa 
un aumento de las protestas y los conflictos que había provocado una respuesta del 
Gobierno de Guatemala consistente en la militarización y la violencia contra los 
pueblos indígenas y los defensores de los derechos humanos. La JS16 consideró 
que, a pesar de las recomendaciones de EPU anteriores, los defensores de los 
derechos humanos y ambientales de los indígenas sufrían constantemente 
amenazas de muerte, agresiones físicas y allanamientos de sus viviendas por parte 
de sicarios a sueldo, organizaciones de seguridad clandestinas o los propios 
militares. 

(Fuente: Informe Examen Periódico Universal EPU-OACNUDH noviembre 2017) 

 


